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SENTENCIA DEFINITIVA 

 

Mexicali, Baja California, a seis de mayo de dos mil 

veinticinco, la licenciada Leticia Castro Figueroa, Primer 

Secretaria de Acuerdos de la Sala Especializada en Materia de 

Responsabilidades Administrativas y Combate a la Corrupción 

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, quien actúa en funciones de Magistrada por 

ministerio de ley, según designación hecha mediante 

acuerdo emitido en sesión de veintisiete de marzo de 

dos mil veinticinco del Pleno de este Tribunal, en 

términos de lo dispuesto por los artículos 12 y 21, 

fracciones V y XII, de la Ley del Tribunal Estatal de 

Justicia Administrativa de Baja California publicada el 

dieciocho de junio de dos mil veintiuno en el Periódico 

Oficial del Estado de Baja California, ante la presencia del 

Secretario de Acuerdos, licenciado José Martín Bravo Mayoral, 

quien da fe, procede a dictar sentencia definitiva en el 

procedimiento de responsabilidad administrativa 

(2**********), radicado en sede jurisdiccional con número 

de expediente 29/2021/SERA, instaurado en contra del 

presunto responsable (1**********), en el que se le 

atribuye la comisión de la falta administrativa grave prevista 



 

en el artículo 57 de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas del Estado de Baja California, consistente en 

Abuso de Funciones, en los términos siguientes: 

 

R E S U L T A N D O S 

 

I.- Glosario. Se invocan autoridades y normas 

conforme a las siguientes denominaciones:  

 

Autoridad Investigadora 

 

Titular de la Unidad Investigadora de 

la Sindicatura Municipal del 

Ayuntamiento de Ensenada Baja 

California. 

Consejo de Urbanización 
Consejo de Urbanización Municipal de 

Ensenada, Baja California. 

IPRA 
Informe de Presunta Responsabilidad 

Administrativa. 

Ley de Responsabilidades 

Administrativas 

Ley de Responsabilidades 

Administrativas del Estado de Baja 

California, publicada en el Periódico 

Oficial del Estado el siete de agosto 

de dos mil diecisiete, vigente a 

partir del primero de enero de dos 

mil dieciocho, según dispone el 

artículo Primero Transitorio de dicha 

Ley. 

Ley del Tribunal 

Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California 

publicada el dieciocho de junio de dos 

mil veintiuno en el Periódico Oficial 

del Estado de Baja California. 

Sala Especializada 

Sala Especializada en Materia de 

Responsabilidades Administrativas y 

Combate a la Corrupción. 

Tribunal 
Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California. 

 

II.-Investigación Administrativa. De las 

constancias del procedimiento de responsabilidad por faltas 

administrativas graves número (2**********) radicado en 

esta Sala Especializada con número de expediente 

29/2021/SERA, se advierten durante la etapa de 

investigación las siguientes actuaciones: 

 

a.- Que mediante oficio número (3**********) de 

veintinueve de junio de dos mil veinte el Síndico Procurador 



 

del XXIII Ayuntamiento de Ensenada Baja California, remite al 

Titular de la Unidad Investigadora de la Sindicatura Municipal 

de Ensenada Baja California auditoria contable realizada al 

Consejo de Urbanización Municipal de Ensenada, a fin de que 

se proceda a la investigación administrativa (visible a foja 02 de 

autos). 

 

b.- Que el dos de julio de dos mil veinte la 

Autoridad Investigadora emitió acuerdo de inicio de 

investigación administrativa bajo número de expediente 

(2**********), derivado de auditoria contable realizada al 

Consejo de Urbanización por hechos que presumen la comisión 

de faltas administrativas a cargo de un servidor público 

adscrito al Consejo de Urbanización. (visible a fojas 012 a 013 de 

autos). 

 

c.- Que el veintidós de febrero de dos mil veintiuno 

la Autoridad Investigadora emitió acuerdo de conclusión y 

calificación de falta administrativa, en el que se determinó la 

existencia de conductas que la ley señala como falta 

administrativa grave, presuntamente cometida por 

(1**********), en su calidad de Presidente del Consejo de 

Urbanización (visible a foja 373 de autos). 

 

d.- Que el veintiséis de febrero de dos mil veintiuno 

la Autoridad Investigadora emitió el IPRA, en el que se 

imputó al presunto responsable (1**********), en su 

calidad de Presidente del Consejo de Urbanización, la falta 

administrativa grave prevista en el artículo 57 de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas, consistente en Abuso de 

Funciones (visible a fojas 374 a 392 de autos). 

III.- Substanciación Administrativa. De las 

constancias que obran en autos, se advierten las siguientes 

actuaciones por parte de la autoridad substanciadora:  

 



 

a.- Que el primero de marzo de dos mil veintiuno la 

Autoridad Substanciadora Jefe del Departamento de 

Responsabilidades Administrativas de la Sindicatura Municipal 

del XXIII Ayuntamiento de Ensenada admitió el IPRA; 

asimismo, ordenó formar el expediente (2**********) y el 

emplazamiento del presunto responsable a la 

celebración de la audiencia inicial, así como la citación a la 

autoridad investigadora a la referida audiencia (visible a fojas 

393 a 401 de autos). 

 

b.- Que el veinticinco de marzo de dos mil veintidós 

se llevó a cabo la audiencia inicial prevista en la fracción V del 

artículo 208 de la Ley de Responsabilidades Administrativas, 

en la que el presunto responsable designó abogado particular, 

rindió declaración por escrito y ofreció pruebas; asimismo, se 

hizo constar la comparecencia de la Autoridad Investigadora 

quien ratificó el IPRA ratificando su contenido y pruebas (visible 

a fojas 413 a 415 de autos). 

 

c.- Que el veintinueve de marzo de dos mil 

veintiuno la Autoridad Substanciadora emitió acuerdo donde 

se ordenó remitir a esta Sala Especializada los autos del 

procedimiento de responsabilidad administrativa número 

(2**********), mismos que fueron recibidos en esta Sala 

Especializada el siete de abril del mismo año (visible a foja 609 

de autos). 

 

IV.-Etapa de resolución. Esta Sala Especializada 

emitió las siguientes actuaciones:  

 

a).- Radicación del expediente ante este 

órgano jurisdiccional resolutor. Que el catorce de abril de 

dos mil veintiuno se emitió acuerdo por esta Sala 

Especializada en el que se ordenó su registro asignándole el 

número de expediente 29/2021/SERA; asimismo, se ordenó 

remitir el procedimiento de responsabilidad a la Autoridad 



 

Substanciadora Jefe del Departamento de Responsabilidades 

Administrativas de la Sindicatura Municipal del XXIII 

Ayuntamiento de Ensenada, Baja California (visible a fojas 0610 a 

la 622 de autos), conforme a las siguientes consideraciones. 

 

“(…..)  
   

  De lo dispuesto en los preceptos antes transcritos destaca: 
 
  -Que en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, 

entre otras cuestiones, se precisará con claridad la infracción que se 
imputa al presunto responsable y las razones por las que se considera 

que ha cometido la falta administrativa grave; 
 

  -Que la Autoridad Substanciadora puede advertir si el Informe de 
Presunta Responsabilidad Administrativa adolece de los elementos que 
conforme al artículo 194 debe contener y, para tal efecto, podrá requerir 

a la Autoridad Investigadora para que subsane las omisiones que advierta 
o que aclare los hechos narrados en dicho informe.     

 
  -Que cuando la Sala Especializada reciba el expediente, deberá 
verificar que la falta descrita en el Informe de Presunta Responsabilidad 

Administrativa es de las consideradas graves; asimismo, en caso de que 
advierta que la falta grave es diversa, ordenará la reclasificación que 

corresponda; 
 
  En el caso, del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa 

se advierte lo siguiente:   
 

  -Que la Autoridad Investigadora de la Sindicatura Municipal del 
Ayuntamiento de Ensenada, Baja California, después de realizar la 
investigación que consideró pertinente, emitió Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa en el que determinó como presunto 
responsable a (1**********) por la comisión de la falta administrativa 

grave de Abuso de Funciones prevista en el artículo 57 de la Ley de 
Responsabilidades Administrativas del Estado de Baja California. 
 

  - Que dicha autoridad señala que la falta administrativa grave que 
se atribuye al presunto responsable, se actualiza por lo siguiente: 

 
……. 
 

  
  De lo expuesto en el Informe de Presunta Responsabilidad 

Administrativa, se advierte que resulta necesario que la Autoridad 
Investigadora lo subsane ante la falta de claridad en cuanto a la infracción 
administrativa y las razones que sustentan la falta administrativa 

imputada, como se explica enseguida: 
 

  El artículo 57 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del 
Estado de Baja California, que prevé la falta administrativa grave 

imputada al presunto responsable, establece lo siguiente:  
 
Artículo 57. Incurrirá en abuso de funciones el servidor público 

que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de 
las que tenga, para realizar o inducir actos u omisiones 

arbitrarios, para generar un beneficio para sí o para las 
personas a las que se refiere el artículo 52 de esta Ley o para 
causar perjuicio a alguna persona o al servicio público. 

 



 

De igual manera, se considerará abuso de funciones, cuando el 

funcionario que estando obligado, por omisión, negligencia o 
con conocimiento de causa, no entere las cuotas de aportación 

de seguridad social a la entidad correspondiente, en los 
términos legalmente establecidos. 
 

 Ahora bien, respecto al tipo administrativo antes transcrito (abuso 
de funciones), la autoridad investigadora señala que se actualizan los 

siguientes elementos: 
 
1. Que dicha conducta sea realizada por un servidor público. 

2. Que se valga de las atribuciones que tenga, para realizar actos 

arbitrarios. 

3. Que dicho acto genere un perjuicio al servicio público. 

 
  Sin embargo, en cuanto al segundo elemento, la referida autoridad 

no es clara en precisar cuál conducta actualizó la falta administrativa de 
abuso de funciones, pues de lo antes expuesto se advierte que 

únicamente se limitó a transcribir parcialmente las Actas de Sesión 
Ordinaria del Consejo de Urbanización Municipal del Ensenada de fechas, 
treinta de mayo, dieciocho de agosto y ocho de septiembre de dos mil 

diecisiete, de las que se lee que el presunto responsable, en su carácter 
de Presidente de dicho consejo, intervino realizando diversas actuaciones, 

sin que la autoridad investigadora señale con claridad cuál o cuáles actos 
realizó el presunto responsable que consideró actualizaban la falta 
administrativa de Abuso de Funciones. 

 
  En efecto, la autoridad investigadora posterior a transcribir el 

contenido de las actas de sesión antes indicadas, procede a señalar que 
después de un minucioso análisis se puede percibir que existe una falta 
de legalidad en las actuaciones del Presidente del Consejo; sin embargo, 

no se advierte que precise cuáles actuaciones. 
 

  Esto es, la investigadora no es clara en su imputación, puesto que 
genera confusión a esta resolutora que la investigadora refiera que el 
presunto responsable no se condujo con legalidad como Presidente del 

Consejo porque sin fundamento y soporte documental obtuvo actos de 
dominio para realizar la venta del bien inmueble donde se localizaba la 

Planta dosificadora, siendo que, según se deduce de lo expuesto en el 
Informe de Presunta Responsabilidad, el Consejo de Urbanización del 
Municipio de Ensenada, como órgano colegiado, concedió al presunto 

responsable el poder para la venta del bien inmueble en cuestión, así 
como la autorización para venderlo, de ahí que no quedan claras las 

actuaciones ilegales que le atribuye la investigadora al presunto 
responsable. 

 
  Ahora bien, ante la omisión del Informe de Presunta 
Responsabilidad antes señalada, se tornan deficientes las razones por las 

que la investigadora considera que se actualizaron los elementos del tipo 
administrativo de Abuso de Funciones, así como los actos arbitrarios que 

dice realizó el presunto responsable al valerse de sus atribuciones.  
 
  Por otra parte, no escapa para esta resolutora que los hechos 

constitutivos de la infracción o infracciones, según sea el caso, imputadas 
al presunto responsable sucedieron en el año dos mil diecisiete, fecha en 

que se encontraba vigente la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del Estado de Baja California, y que la investigadora le imputó al 
presunto responsable la falta administrativa grave prevista en la Ley de 

Responsabilidades Administrativas del Estado de Baja California, la cual 
no estaba vigente al momento en que sucedieron los hechos, sino hasta 

el primero de enero del año dos mil dieciocho. 
 
  Por lo tanto, atendiendo a los principios constitucionales de 

legalidad y no retroactividad de la ley previstos en el artículo 14 



 

Constitucional, respecto a las normas sustantivas, los cuales establecen 

que a ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona 
alguna y que nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, 

posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades 
esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con 

anterioridad al hecho, es que la autoridad investigadora deberá, en su 
caso, justificar en el Informe de Presunta Responsabilidad el fundamento 

y motivo por el cual aplica una Ley que no estaba vigente al momento en 
que sucedieron los hechos. 
 

 No pasa desapercibido para esta juzgadora, que existe criterio 
jurisprudencial emitido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de subsecuente inserción, mediante el cual 
interpretó el artículo Tercero Transitorio de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas que es idéntico al artículo Quinto 

Transitorio de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de 
Baja California, y concluyó que los procedimientos administrativos en los 

que se inició la investigación administrativa estando vigente la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas, deberán tramitarse 

conforme a dicha ley; sin embargo, dicho criterio únicamente se refiere a 
la aplicación de las normas adjetivas, sin que se indique en la tesis cuál 
es la norma sustantiva aplicable para imposición de sanciones en los 

casos en que la infracción presuntamente cometida ocurrió antes de la 
entrada en vigor de la nueva ley. 

 
 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS. CUANDO LA INFRACCIÓN HAYA 
OCURRIDO ANTES DEL 19 DE JULIO DE 2017 SIN QUE SE 

HUBIERE INICIADO EL PROCEDIMIENTO DE 
RESPONSABILIDAD, RESULTA APLICABLE PARA EL 
PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO LA LEY GENERAL DE 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS (INTERPRETACIÓN 
DEL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY GENERAL 

DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS). 
 
Hechos: El Pleno de Circuito y el Tribunal Colegiado de Circuito 

contendientes analizaron cuál legislación resulta aplicable para 
el procedimiento de responsabilidad administrativa si la 

conducta se ejecutó antes del 19 de julio de 2017, pero la 
investigación inició en esa fecha o en una posterior. Al respecto 
llegaron a soluciones contrarias, pues para el Pleno en Materia 

Administrativa del Primer Circuito el procedimiento debe 
seguirse conforme a la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas, mientras que el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Séptimo Circuito concluyó que la 
legislación aplicable para el procedimiento es la vigente en la 

fecha en que se cometió la conducta. 
 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que el procedimiento debe 

seguirse conforme a la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas. 
 

Justificación: La Ley General de Responsabilidades 
Administrativas fue creada como un cuerpo normativo que 

busca englobar la totalidad de las actuaciones necesarias para 
determinar la existencia de causales de responsabilidad y, en 
su caso, sancionarlas, lo cual generó que las etapas 

procedimentales estuvieran enlazadas y tuvieran un efecto 
unas respecto de otras; la estrecha vinculación entre la fase de 

investigación y las posteriores, implica que el trámite sea 
uniforme, desde la investigación hasta la resolución, y sus 



 

etapas no se pueden entender de manera aislada. Ahora bien, 

de conformidad con el artículo tercero transitorio del decreto 
por el que se expidió la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas, los procedimientos administrativos iniciados 
antes del 19 de julio de 2017 deberán concluir según las 
disposiciones aplicables vigentes a su inicio. Sin embargo, si la 

conducta se ejecutó antes de esa fecha, pero la investigación 
inició con posterioridad a ella, el procedimiento debe seguirse 

conforme a la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y la resolución será emitida por la autoridad 
competente.  

 
Registro digital: 2022311.Instancia: Segunda Sala. Décima 

Época. Materias(s): Administrativa.Tesis: 2a./J. 47/2020 
(10a.).Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 79,Octubre de 2020, Tomo I, página 898.Tipo: 

Jurisprudencia 
 

 
  Las anteriores omisiones e imprecisiones en las que incurre la 

Autoridad Investigadora, dejan en estado de incertidumbre e inseguridad 
jurídica al presunto responsable e impiden a esta Resolutora verificar si la 
falta descrita en el Informe de Presunta Responsabilidad es de las 

consideradas graves.  
 

   Así,  sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, se advierte que la 
Autoridad Substanciadora de la Sindicatura Municipal del Ayuntamiento de 
Ensenada omitió prevenir a la Autoridad Investigadora en términos de lo 

dispuesto en el artículo 195 y 208, fracción I, de la Ley de 
Responsabilidades Administrativas del Estado de Baja California, ya que 

del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa se aprecia que la 
investigadora no cumplió a cabalidad con lo dispuesto en fracción VI del 
artículo 194 de la Ley de Responsabilidades en cita. 

 
   Por lo tanto, en cumplimiento a las obligaciones que a este órgano 

jurisdiccional le imponen los artículos 1, 14, 16 y 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicali, así como lo dispuesto en el 
artículo 111 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de 

Baja California, con la finalidad de salvaguardar los derechos de las partes 
y la sociedad y a efecto de que esta Sala Especializada pueda cumplir con 

la obligación de verificar que la falta descrita en el Informe de Presunta 
Responsabilidad Administrativa sea de las consideradas como graves, tal 
como lo establece el artículo 209, fracción II, de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas en cita, con fundamento en el artículo 
24 BIS, fracciones I y VI de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California, se determina:  
 
  PRIMERO.-Sin mayor dilación, SE ORDENA REMITIR en su totalidad 

el original del expediente (2**********) a la Autoridad Substanciadora 
de la Sindicatura Municipal del Ayuntamiento de Ensenada, Baja 

California, para que en el ámbito de sus atribuciones, de estimarlo 
pertinente, proceda en términos de los artículos 195 y 208, fracción I, de 

la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Baja California, 
en particular para lo siguiente: 
 

  1.-Realice un nuevo análisis del Informe de Presunta 
Responsabilidad Administrativa, en atención a las consideraciones 

indicadas en el presente acuerdo. 
 
  2.-De estimarlo procedente, prevenga a la Autoridad Investigadora 

para que subsane las omisiones en que incurrió en el Informe de Presunta 
Responsabilidad Administrativa descritas en el presente acuerdo, sin 

perjuicio de que una vez analizadas las omisiones de referencia, esté en 



 

aptitud de prevenir a la investigadora por otras diversas, si así lo estima 

necesario.  
 

  En el entendido que si de nueva cuenta determina iniciar el 
procedimiento con el nuevo informe de presunta responsabilidad, deberá 
proceder en términos de lo dispuesto en el artículo 208, fracciones II, III, 

IV, V, VI, VII, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado 
de Baja California. 

  
  …….” 
 

 

b.- Remisión de nueva cuenta del 

procedimiento de responsabilidad por la Autoridad 

Sustanciadora a esta Sala Especializada. Que el doce de 

mayo del dos mil veintiuno la Autoridad Substanciadora, en 

respuesta al acuerdo de catorce de abril de dos mil veintiuno 

señalado en el inciso anterior, ordena remitir de nueva cuenta 

el expediente de procedimiento administrativo número 

(2**********) a esta Sala Especializada para que se dicte la 

resolución que corresponda (visible de foja 624 a la 626 de autos) 

conforme a las siguientes consideraciones. 

 

“De acuerdo a lo anterior, se advierte que la Sala Especializada, 
ordeno remitir el expediente en comento, a esta Autoridad 

Sustanciadora, para efecto de que se realice un nuevo análisis 
del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y de 
estimarlo procedente, se prevenga a la Autoridad Investigadora 

para que subsane las omisiones en que ocurrió dicho informe, y 
por consecuencia si se determina iniciar el procedimiento con el 

nuevo informe, substanciar el procedimiento en términos de lo 
dispuesto en el artículo 208, fracciones II, III, IV, V, VI y VII de 
la Ley de la materia. 

 
 En virtud de lo anterior, en preciso señalar que la etapa 

procesal para llevar a cabo la prevención a la que hace alusión 
la Sala Especializada, ya fue debidamente agotada, y en su 
momento, esta autoridad substanciadora considero que el 

informe de presunta Responsabilidad Administrativa cumplió 
con los requisitos previstos en el artículo 194, de la ley de la 

materia, por lo tanto, no pasa desapercibido que de realizarse 
dicha prevención a la autoridad Investigadora, se dejaría en 
estado de incertidumbre y se causaría afectación al principio de 

seguridad jurídica del presunto responsable, toda vez que se le 
brindaría la oportunidad a dicha autoridad para señalar de 

nueva cuenta a posible comisión de una falta administrativa, 
por parte del hoy presunto responsable, en vez de que se 

continúe con la secuela procesal conforme al artículo 209 de la 
ley de la materia, resolviendo conforme a derecho, tomando en 
consideración la calificación de la falta, los argumentos del 

presunto responsable, así como las pruebas ofrecidas y los 
alegatos formulados por las partes, por lo tanto, de realizarse 

dicho acto, esta autoridad estaría violando el principio de 
legalidad, toda vez que ejercería una facultad de la cual ya no 
es competente para realizar, en virtud de que la etapa procesal 



 

en la cual podía ejercerla ya fue agotada, lo que conllevaría a 

una violación al debido proceso y riesgo de incurrir en 
responsabilidad administrativa. 

 
 Asimismo, se advierte que lo dispuesto en el artículo 209, 
fracción II de la ley de la materia, indica que la autoridad 

Resolutora, podrá regresar el expediente a la diversa 
Substanciadora, cuando la falta no sea de las consideradas 

graves, no para que se prevenga a la Autoridad Investigadora, 
respecto a una omisión e imprecisión que no sea hizo notar en 
el momento procesal oportuno. 

 
 Por otra parte, la Autoridad Resolutora hace la precisión en la 

que vierte, a la letra lo siguiente: 
 
  “… los hechos constitutivos de la infracción o 

infracciones, según sea el caso, imputados al presunto 
responsable sucedieron en el año dos mil diecisiete, fecha en 

que se encontraba vigente la Ley de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos del Estado de Baja California y que la 

investigadora le imputo al presunto responsable la falta 
administrativa grave prevista en la Ley de Responsabilidades 
Administrativas del Estado de Baja California, la cual no estaba 

vigente al momento en que sucedieron los hechos, sino hasta el 
primero de enero del año dos mil dieciocho…” 

 
 De lo anterior, resulta necesario manifestar que, si bien es 
cierto, en la jurisprudencia con número de registro digital 

2022311, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
la Justicia de la Nación, se establece que el procedimiento 

deberá seguirse de conformidad a la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, sin que se indique cual es la 
norma sustantiva aplicable para imponer sanciones en los casos 

en que la infracción presuntamente cometida ocurrió antes de la 
entrada en vigor de la nueva ley, no obstante lo anterior, en los 

procedimientos de responsabilidades administrativa, no existen 
normas que regulen de forma separada la parte objetiva y 
sustantiva del procedimiento, toda vez que la propia ley de la 

materia, siendo en este caso la Ley de Responsabilidades 
Administrativas del Estado de Baja California, engloba ambas 

partes, aplicando de forma supletoria la Ley del Tribunal Estatal 
de Justicia administrativa de Baja California, en lo que no se 
oponga al procedimiento. Por lo tanto, la ley de la materia, se 

debe interpretar como un todo, pues lo adjetivo o procedimental 
se entremezcla con lo sustantivo para precisar efectos y 

resultados, considerando un todo la secuela y concatenación de 
elementos o fases de una cadena que parte de una falta, lo que 
determina desplegar un procedimiento apropiado y particular 

para concluir, en su caso con la imposición de una sanción, 
resultante y producto de esos antecedentes o presupuestos, 

toda vez que de no hacerlo así, al intentar aplicar normas 
sustantivas pertenecientes a un ordenamiento y sistema, 

mediante reglas procedimentales que atienden a otra ley y 
sistema regulatorio, seria conjuntar disposiciones que tienen 
fines, objetivos y racionalidades distintas.  

 
 Es preciso señalar que, la Ley General de Responsabilidades 

administrativas, fue creada como un cuerpo normativo que 
busca englobar la totalidad de las actuaciones necesarias para 
determinar la existencia de causales de responsabilidad, y en su 

caso, sancionarlas, lo cual generó que las etapas 
procedimentales estuvieran enlazadas y tuvieran un efecto unas 

respecto a otras; la estrecha vinculación entre la fase de 
investigación y las posteriores, implica que el tramite sea 



 

uniforme, desde la investigación hasta la resolución y sus 

etapas no se pueden entender de manera aislada, por lo tanto, 
si la conducta se realizó antes de la fecha en que en otro en 

vigor la ley en comento, pero la investigación se dio inicio con 
posterioridad a ella, el procedimiento debe seguirse conforme a 
la ley vigente, y la resolución será emitida por la autoridad 

competente, siendo en este caso la Sala Especializada del 
Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California. 

 
 Bajo esa tesitura, la Ley de Responsabilidades Administrativas 
del Estado de Baja California, resulta aplicable al caso que nos 

ocupa, con fundamento en la jurisprudencia que arriba se 
describe, toda vez que la investigación fue iniciada en fecha dos 

de julio de dos mil veinte, por lo que la ley en comento, deberá 
ser aplicada de forma completa, es decir, tanto la parte 
adjetiva, como la parte sustantiva.”  

 

c.- Competencia de este órgano jurisdiccional 

resolutor. Que el siete de junio de dos mil veintiuno se emitió 

acuerdo en el que se señaló que se tiene a la Autoridad 

Substanciadora bajo su más estricta responsabilidad 

negándose a realizar un nuevo análisis del IPRA; asimismo, 

se determinó que el asunto corresponde a la competencia de 

la Sala Especializada y se ordenó notificar a las partes sobre la 

recepción del expediente (visible a fojas 632 a la 639 de autos).  

 

d.- Admisión de Pruebas. Que el diecisiete de 

agosto de dos mil veintiuno se emitió acuerdo en el que, por lo 

que hace a la Autoridad Investigadora, se tuvieron ofrecidas 

las pruebas anunciadas en el IPRA; en tanto, que respecto de 

las ofrecidas por la presunta responsable, se tuvieron por 

admitidas en los términos señalados en el referido acuerdo 

(visible a fojas 649 a la 651 de autos). 

 

c.- Alegatos. Que el veinte de septiembre de dos 

mil veinticuatro se declaró abierto el periodo de alegatos 

concediéndose a las partes un plazo de cinco días para 

formular sus alegatos por escrito, sin que ninguna de las 

partes los hubiere formulado. (visible a foja 2164) 

 

d.- Cierre de instrucción. Que el veintiséis de 

noviembre de dos mil veinticuatro, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 209, fracción IV, de la Ley de 



 

Responsabilidades Administrativas, se declaró cerrada la 

instrucción y se citó a las partes para oír la resolución 

correspondiente (visible a foja 2173 de autos). 

 

e.- Ampliación del plazo para dictar 

resolución. Que el treinta y uno de enero de dos mil 

veinticinco, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 209, 

fracción IV, de la Ley de Responsabilidades Administrativas, se 

amplió el término para dictar resolución en el presente 

procedimiento por otros treinta días hábiles (visible a fojas 2175 

a 2176 de autos). 

 

C O N S I D E R A N D O:  

 

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Especializada 

es competente para conocer y resolver el presente 

procedimiento de responsabilidad administrativa por falta 

grave, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 55, 

Apartado A, segundo párrafo, Apartado B, segundo párrafo, 91 

y 92, Apartado A, fracción IV, de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Baja California, 1, párrafos 

primero y tercero, 2, párrafos primero y segundo, 4, fracción 

III, 6, 25, 27, fracción I, inciso a), penúltimo y último párrafo, 

32, fracción VII, de la Ley del Tribunal, 1, 3, fracciones IV, 

XVI, XXIII y XXVIII, 9, fracción IV, 12, 118, y 209, fracciones 

II, III y IV, de la Ley de Responsabilidades Administrativas, al 

tratarse de un procedimiento de responsabilidad 

administrativa grave instaurado en contra de quien se 

desempeñó como servidor público de la Administración Pública 

Municipal, respecto de falta administrativa considerada como 

graves en términos del artículo 57 de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas, consistente en  Abuso de 

Funciones. 

 

SEGUNDO.- Informe de presunta 

responsabilidad administrativa.  



 

 

Al presunto responsable (1**********) se le 

imputó la falta administrativa graves consistente en Abuso 

de Funciones previstas en el artículo 57 de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas del Estado de Baja 

California, que a la letra establece: 

 
 
“Artículo 57.- Incurrirá en abuso de funciones la persona 

servidora o servidor público que ejerza atribuciones que no 
tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o 

inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio 
para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 52 de 
esta Ley o para causar perjuicio a alguna persona o al servicio 

público. 
 

…” 

 

En el IPRA se determinó como presunto 

responsable a (1**********), quien al momento de los 

hechos que se le atribuyen, se desempeñaba como Presidente 

del Consejo de Urbanización Municipal de Ensenada, Baja 

California, informe que en su parte substancial estableció lo 

siguiente: (visible a fojas 523 a la 549 de autos). 

 

“De lo antes reseñado, resulta inconcuso que los C. 
(1**********), quien en el periodo en que acontecieron 

los hechos motivo de la presente investigación, se 
desempeñaba como PRESIDENTE DEL CONSEJO DE 

URBANIZACIÓN MUNICIPAL DE ENSENADA, BAJA 
CALIFORNIA……incurrió en la FALTA ADMINISTRATIVA 
GRAVE, la cual se considera como abuso de funciones, 

conducta cometida por C. (1**********), misma 
tipificada por el artículo 57 de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas del Estado de Baja 
California….”   

… 

Bajo dicho contexto, esta Autoridad Investigadora, 
procede al análisis de los hechos para determinar que 

efectivamente hay existencia de actos que la ley señala como 
falta administrativa GRAVE, cometidos por el C. 

(1**********), misma que se encuentra contemplada en el 
artículo 57 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del 
Estado de Baja California, el cual se transcribe para su lectura 

y comprensión: 
… 

De dicho precepto, se obtiene que se incurrirá en 
ABUSO DE FUNCIONES si se configuran los siguientes 
elementos: 

 
1. Que dicha conducta sea realizada por un servidor 

público 



 

2. Que se valga de las atribuciones que tenga, para 

realizar actos arbitrarios. 
3. Que dicho acto genere un perjuicio al servicio 

público. 
 
Por lo que respecta al primero de los elementos, 

queda debidamente acreditado, con el oficio S/N, de fecha 
catorce de julio del dos mil veinte… donde se anexas diversa 

documental relacionado con lo solicitado y en lo que interesa la 
copia cotejada de la protocolización del acta de sesión del 
Consejo de Urbanización Municipal de Ensenada , fecha trece 

de enero del dos mil diecisiete, donde se nombró a C. 
(1**********) como PRESIDENTE DEL CONSEJO DE 

URBANIZACIÓN DE ENSENADA y en esa misma acta protesto el 
cargo conferido… 

… 

 
Por lo que hace al segundo de los elementos, es 

decir, que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o 
se valga de las que tenga, para realizar o inducir actos u 

omisiones arbitrarios, se acredita plenamente con 
diversa documental, pero primeramente se debe señalar que 
el diez de julio de dos mil veinte se recibe oficio No. 

(3**********) signado por C.P. JOSE ARTURO AGÜERO 
BASTIDAS, en su carácter de SUBDIRECTOR DE CONTRALORÍA 

INTERNA DE LA SINDICATURA MUNICIPAL DEL XXIII 
AYUNTAMIENTO DE ENSENADA, BAJA CALIFORNIA, donde 
anexan cincuenta y un (51) fojas, de la auditoría practicada al 

Consejo de Urbanización Municipal de Ensenada (CUME), las 
cuales son copias fieles y exactas, certificadas por C. Elizabeth 

Muñoz Huerta en su carácter de Síndico Procurador del XXIII 
Ayuntamiento de Ensenada, Baja California, en el cual remite 
diversa documental y en lo que aquí interesa el ACTA DE 

SESIÓN ORDINARIA DEL CONSEJO DE URBANIZACIÓN 
MUNICIPAL DE ENSENADA DEL DÍA TREINTA DE MAYO DE DOS 

MIL DIECISIETE, donde en el punto número #7.- 
PRESENTACIÓN DE SITUACIÓN FINANCIERA DEL CONSEJO.- 
donde se describe literalmente lo siguiente;  

… 
Es importante traer a colación el punto #8.- 

PRESENTACIÓN DE PROPUESTA DE LIQUIDACIÓN  DE PASIVOS 
Y RESTRUCTURACIÓN ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA DEL 
ORGANISMO, donde se describe literalmente lo siguiente; 

… 
Cabe destacar el ACTA DE SESIÓN ORDINARIA DEL 

CONSEJO DE URBANIZACIÓN MUNICIPAL DEL DÍA DIECIOCHO 
DE AGOSTO DE DOS MIL DIECISIETE, donde en el punto 
numero #4.- APROBACIÓN DEL ACTA DE SESIÓN 

EXTRAORDINARIA ANTERIOR, donde literalmente dicta lo 
siguiente; 

… 
En cuanto al punto #5 PRESENTACIÓN DEL ANÁLISIS DEL 

COSTO DE LA PRODUCCIÓN DEL CONCRETO, donde 
literalmente dicta lo siguiente; 

… 

Por lo que toca hablar del punto #6 PROPUESTA DE 
DESINCORPORACIÓN DE ACTIVOS DE PLANTA CUME Y 

AUTORIZACIÓN DE VENTA, donde literalmente dicta lo 
siguiente; 

… 

Con respecto al punto #14 ASUNTOS GENERALES, donde 
literalmente dicta lo siguiente; 

… 



 

Del mismo modo referente al ACTA DE SESIÓN 

ORDINARIA DEL CONSEJO DE URBANIZACIÓN MUNICIPAL DE 
ENSENADA DEL DÍA OCHO DE SEPTIEMBRE DEL DOS MIL 

DIECISIETE, donde en el punto #6 ANALISIS PARA SU 
APROBACIÓN DE PROPUESTA DE VENTA DEL INMUEBLE 
PROPIEDAD DEL CUME EN BASE A LAS OFERTAS RECIBIDAS A 

LA FECHA, donde literalmente dicta lo siguiente; 
… 

Por lo que después de un minucioso análisis de las 
documentales expuestas en supra líneas se puede percibir que 
existe una falta de legalidad en las actuaciones del presidente 

del consejo, ahora bien, cabe señalar que, si bien es cierto que 
el CUME es un órgano facultado por ley para gozar de 

autonomía en sus funciones y decisiones, esto previsto en el 
REGLAMENTO INTERIOR DEL CONSEJO DE URBANIZACIÓN 
MUNICIPAL DE ENSENADA, BAJA CALIFORNIA en sus Artículo 2 

y 22 los cuales dictan lo siguiente;  
… 

Y en la LEY DE URBANIZACIÓN DEL ESTADO DE BAJA 
CALIFORNIA en su Artículo 33, el cual dicta lo siguiente; 

… 
Sin embargo, su autonomía no lo exime de no 

apegarse a los principios de legalidad, ya que en primer 

lugar es necesario traer a colación el ACTA DE SESIÓN 
ORDINARIA DEL CONSEJO DE URBANIZACIÓN MUNICIPAL DE 

ENSENADA DEL DÍA DIECIOCHO DE AGOSTO DEL DOS MIL 
DIECISIETE, donde en el punto número #14.- ASUNTOS 
GENERALES, dicta en lo que aquí interesa lo siguiente; 

… 
Donde si bien es cierto que el consejo tiene facultades de 

otorgar al presidente actos de dominio, que en términos 
generales este otorga plena autoridad al representante para 
actuar como si fuera el dueño de la propiedad o bienes, 

teniendo así poder para vender, transferir, disponer o defender 
cualquier bien del poderante, lo anterior contemplado en la LEY 

DE URBANIZACIÓN DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA en su 
CAPITULO PRIMERO DISPOSICIONES GENERALES del Articulo 
43, el cual dicta lo siguiente; 

… 
Esa decisión fue tomada con base a la situación financiera 

del consejo, misma que fue expuesta en el punto #7 de la 
sesión ordinaria del consejo de urbanización del día treinta de 
mayo del dos mil diecisiete, en lo que aquí interesa dicta lo 

siguiente; 
… 

Como el punto #8 de la misma sesión ordinaria, en 
donde, a lo que aquí interesa se dicta lo siguiente; 

… 

Sin embargo por oficio S/N de dos de febrero del dos mil 
veintiuno, signado por C.P.C JORGE GUADALUPE SEGURA 

PADILLA, en su carácter de Gerente General del Consejo de 
Urbanización del Municipio de Ensenada, con base a lo 

solicitado por esta autoridad investigadora por oficio 
UI/99/2021, dentro de su desglose, en el numeral “A” informa 
que; 

… 
Por lo que a la inexistencia de dicha información no se 

puede tener la certeza de que lo expuesto por el presidente 
hubiera tenido el estudio e interpretación de la información 
contable del CUME, esto con el fin de diagnosticar su situación 

y con ello proyectarlo de manera fiable a los miembros del 
consejo, aunado a esto dentro del mismo escrito en el numeral 

“E)” informa que; 
… 



 

De igual manera resulta incongruente que se estime 

inoperante la planta dosificadora únicamente por la 
observación señalada por el ORFIS en lo relativo al costo de la 

producción del concreto, ya que este no prevé un estudio 
operativo, técnico, económico, comercial, político, legal y de 
tiempo, por lo que resulta incompleto y por lo tanto ineficiente 

para poder estimar que la misma no es viable y detener las 
operaciones de la misma, valiéndose de lo anterior el 

presidente obtuvo actos de dominio para realizar la venta del 
bien inmueble donde se localizaba la planta dosificadora, por lo 
que es de suma importancia mencionar un fragmento de la 

siguiente tesis; 
… 

En ese mismo orden de ideas, del análisis histórico y 
sistemático de las constancias acumuladas en la investigación 
del expediente en que se actúa, se advierte que C. 

(1**********) al carecer de dicha documental y haber sido 
omiso en la obtención de la necesaria para poder justificar la 

enajenación del bien inmueble, se considera que su actuar esta 
desprovisto de la debida fundamentación y motivación, por lo 

tanto al estar desprovisto de ese requisito de legalidad y haber 
realizado la venta el mismo incurrió en la arbitrariedad, ya que 
la misma es una conducta contraria a derecho, el mismo obro 

sin arreglo a ninguna norma ni criterio objetivo y estable, 
además el obrar sin apoyo en un fundamento dado, sólo 

porque sí, sólo en virtud del capricho o antojo subjetivo del 
momento. 

 

Finalmente, el último de los elementos, que dicho acto 
genere un perjuicio al servicio público, se acredita plenamente 

con lo siguiente; 
 
Primeramente, debe valorarse la finalidad y las 

atribuciones que dispone dicho órgano paramunicipal, por lo 
que debe señalarse el REGLAMENTO INTERIOR DEL CONSEJO 

DE URBANIZACIÓN MUNICIPAL DE ENSENADA, BAJA 
CALIFORNIA en su CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES 
en su Artículo 2, el cual dicta lo siguiente; 

… 
Del mismo modo lo anterior es respaldado por la LEY DE 

URBANIZACION DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA en su 
CAPITULO SEGUNDO DE LOS ORGANISMOS DE 
URBANIZACION Y DE LA JUNTA DE URBANIZACION DEL 

ESTADO de la SECCION PRIMERA INTEGRACION, 
ATRIBUCIONES Y FUNCIONAMIENTO en su Artículo 33, el cual 

dicta lo siguiente; 
… 
En lo que respecta a sus atribuciones estas mismas son 

mencionadas en la LEY DE URBANIZACION DEL ESTADO DE 
BAJA CALIFORNIA en su CAPITULO SEGUNDO DE LOS 

ORGANISMOS DE URBANIZACION Y DE LA JUNTA DE 
URBANIZACION DEL ESTADO de la SECCION PRIMERA 

INTEGRACION, ATRIBUCIONES Y FUNCIONAMIENTO en su 
Artículo 35, el cual dicta lo siguiente; 

… 

En lo que respecta a su finalidad a rasgos generales es la 
implementación de estrategias de urbanización por cooperación 

que involucren y reconozcan a los ciudadanos (habitantes y 
visitantes), las instituciones que conforman el gobierno 
municipal, el suelo urbano, los inversionistas, competidores y/o 

colaboradores, como capitales necesarios para abordar esta 
complejidad y multidimensionalidad de Ensenada, fijarse 

objetivos realistas y estar en la capacidad de responder a las 
expectativas y necesidades de la población, renovar e innovar 



 

a nivel de sus potencialidades y atractivos, y de esta manera 

poder competir. 
… 

Sin embargo al haber enajenado la planta 
dosificadora, uno de sus únicos bienes disponibles, con 
el cual se realizaba una de las actividades primordiales 

para satisfacer una necesidad publica, si bien es cierto 
que el CUME en dado caso podría emplear a terceros 

para la realización de obras, no hay que perder de vista 
que este dentro de sus atribuciones, contempla 
circunstancias en las cuales estos deberán de ejecutarlas 

directamente, esto previsto en el numeral II y X del Articulo 
35 de la LEY DE URBANIZACION DEL ESTADO DE BAJA 

CALIFORNIA en su CAPITULO SEGUNDO DE LOS ORGANISMOS 
DE URBANIZACION Y DE LA JUNTA DE URBANIZACION DEL 
ESTADO de la SECCION PRIMERA INTEGRACION, 

ATRIBUCIONES Y FUNCIONAMIENTO, los cuales dictan lo 
siguiente; 

… 
Por lo que al estar desprovisto de los bienes necesarios, 

estos no podrían ejecutar de manera directa las obras de 
urbanización bajo el sistema de cooperación, tan solo se 
limitaran al gestionar y contratar lo relativo a la ejecución de 

dichas obras, por lo que estos invariablemente perdieron 
capacidad de ejercer sus atribuciones y por lo tanto no pueden 

satisfacer de manera adecuada las necesidades de la población, 
lo anterior inclusive mencionado en el ACTA DE SESIÓN 
ORDINARIA DEL CONSEJO DE URBANIZACIÓN MUNICIPAL DE 

ENSENADA DEL DÍA OCHO  DE SEPTIEMBRE DEL DOS MIL 
DIECISIETE, en el punto #10 ASUNTOS GENERALES, en donde 

se dicta literalmente lo siguiente; 
 
De lo anterior se puede percibir que como el CUME ya no 

dispone de los bienes necesarios por lo que no puede ejecutar 
las obras asignadas por Gob. Del Estado, las cuales le traerían 

un beneficio a la población, pero como no le traería un 
“BENEFICIO” al CUME porque únicamente actuarían como 
ejecutores directos de la obra, mas no como administradores 

de la misma y de nueva cuenta al no contar con el 
equipamiento necesario estos tendrían que recurrir a un 

tercero pero por la naturaleza de las obras estas no les dejaría 
la derrama del 10% por concepto de administración y 
supervisión de obra, por lo que preferirían “PERMUTARLAS” con 

el municipio por unas que si les podría traer dicho beneficio, 
por lo que sin duda no están a posibilidades de satisfacer las 

necesidades de la población y por ende están generando un 
perjuicio al servicio público. 

 

Conductas que implican el ABUSO DE FUNCIONES; 
razonamientos de hecho y de derecho vertidos en el presente 

informe, así como los autos que obran en la presente 
indagatoria resultan suficientes y bastantes, para presumir la 

responsabilidad administrativa del C. (1**********), quien 
probablemente falto a sus obligaciones como servidor público 
que se encontraba obligada a cumplir.   

 
Aunado a lo anterior, se presume que el C. 

(1**********), incumplió con el “Principio de legalidad” en el 
desempeño de su cargo, que como PRESIDENTE DEL CONSEJO 
DE URBANIZACIÓN DE ENSENADA, principio que se encuentra 

consagrado en el artículo 109 fracción III de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 7 fracción I, de la 

Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Baja 
California. …” 



 

 

 

TERCERO.- Declaración del presunto 

responsable. 

 

El presunto responsable (1**********) rindió 

declaración por escrito (visible a fojas 416 a la 429 de autos) en 

audiencia inicial celebrada el veinticinco de marzo de dos mil 

veintiuno ante la Autoridad Substanciadora. 

 

Atendiendo al principio de economía procesal, no se 

realiza la transcripción de las manifestaciones vertidas en la 

declaración del presunto responsable; sin embargo, serán 

abordadas en la parte que sean conducentes para resolver su 

situación jurídica en el presente procedimiento. 

 

CUARTO.- Fijación de los hechos 

controvertidos.  

 

De los hechos descritos en el IPRA, así como lo 

declarado por el presunto responsable en audiencia inicial, en 

el presente procedimiento de responsabilidad administrativa 

esta Sala Especializada procede a determinar si 

(1**********) en su cargo de Presidente de la Junta de 

Urbanización del Municipio de Ensenada, Baja California, 

cometió la falta administrativa prevista en el artículo 57 de 

la Ley de Responsabilidades Administrativas, descrita como 

Abuso de Funciones. 

 

 

QUINTO.- Pruebas ofrecidas y admitidas por 

las partes.  

 

 Autoridad Investigadora. 

 

Por lo que hace a la autoridad investigadora, se 

tuvieron por ofrecidas las pruebas anunciadas en el IPRA, en 



 

la audiencia inicial celebrada el veinticinco de marzo de dos 

mil veintiuno (visible de fojas 391 a 392). 

 

a).- DOCUMENTAL consistente en original de oficio número 
(3**********) signado por el Subdirector de Contraloría Interna de la 
Sindicatura Municipal del Ayuntamiento de Ensenada, Baja California, 

relativo a la auditoría practicada al Consejo de Urbanización Municipal de 
Ensenada.  

 
b).- DOCUMENTAL consistente en oficio original sin número 

signado por el Gerente del Consejo de Urbanización Municipal de 

Ensenada, de fecha catorce de julio de dos mil veinte, relativo a los 
nombramientos de los servidores públicos.  

 
c).- DOCUMENTAL consistente en oficio original sin número de 

fecha dos de febrero de dos mil veintiuno, signado por el Gerente del 

Consejo de Urbanización Municipal de Ensenada, relativo a las 
identificaciones de ex miembros del consejo.  

 
 d).- DOCUMENTAL consistente en oficio original sin número de 

fecha dos de febrero de dos mil veintiuno, signado por el Gerente del 

Consejo de Urbanización Municipal de Ensenada.   
 

 e).- PRESUNCIONAL e INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES. 

 

 Presunto Responsable.  

 

Por su parte, el presunto responsable mediante 

escrito presentado en la audiencia inicial celebrada el 

veinticinco de marzo de dos mil veintiuno ofreció diversas 

probanzas, de las cuales, esta Sala Especializada mediante 

acuerdo de fecha diecisiete de agosto de dos mil veintiuno 

(visible a fojas 649 a la 651 de autos), admitió las siguientes: 

 

I.- DOCUMENTAL consistente en copia certificada de toda la 
documentación que integra la Cuenta Pública correspondiente a los 

Ejercicios Fiscales 2016 y 2017 del Consejo de Urbanización Municipal de 
Ensenada.  

 

II.- DOCUMENTAL consistente en original del primer testimonio 
de la escritura número 89,936, volumen 3,138 de fecha 11 de octubre de 

2017, pasada ante la fe del notario adscrito a la Notaría Pública número 
Uno de Ensenada, Baja California.  

 

III.- DOCUMENTAL consistente en copia certificada del oficio de 
tres de julio de dos mil diecisiete signado por el Director de la Comisión 

Estatal de Avalúos, relativo a estimación de valor del inmueble 
identificado con clave catastral (3**********).  

 

IV.-DOCUMENTAL consistente en oficio original de fecha dos de 
febrero de dos mil veintiuno firmado por el Gerente General del Consejo 

de Urbanización de Ensenada, y anexos.  
 
V.-DOCUMENTAL consistente en copia certificada de la sesión 

ordinaria de la Honorable XXIII Legislatura del Estado de Baja California 



 

celebrada el diez de marzo de dos mil veintiuno, en la que se aprobó el 

dictamen 191 emitido por la Comisión de Fiscalización del Gasto Publico. 
Así como copia certificada del dictamen 191 emitido por la Comisión de 

Fiscalización del Gasto Público, por medio del cual se aprueba la Cuenta 
Pública Anual al Consejo de Urbanización Municipal de Ensenada, por el 
período del 1 de enero de 2017 al 31 de diciembre de 2017. 

 
VI.-PERICIAL consistente en pericial contable a cargo del 

contador público Celso Vergara Hernández. 
 
VII.- PRESUNCIONAL e INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES. 

 

SEXTO.- Estudio de la existencia o inexistencia 

de la falta administrativa grave prevista en el artículo 

57 de la Ley de Responsabilidades Administrativas 

consistente en Abuso de Funciones, imputada al 

presunto responsable. 

 

I.- Falta administrativa imputada. 

 

Como quedó expuesto en el considerando segundo 

del presente fallo, la Autoridad Investigadora determinó en el 

IPRA que la conducta que dio lugar a la presunta comisión de 

las faltas administrativas que se le atribuyen a 

(1**********), corresponden a la falta administrativa 

contemplada en el artículo 57 de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas, el cual establece textualmente lo siguiente: 

 
“Artículo 57.- Incurrirá en abuso de funciones la persona 

servidora o servidor público que ejerza atribuciones que no 
tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o 
inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un 

beneficio para sí o para las personas a las que se refiere el 
artículo 52 de esta Ley o para causar perjuicio a alguna 

persona o al servicio público. 
…” 

 

II.- Conducta. 

 

Dicho lo anterior, en el caso en estudio, la 

Autoridad Investigadora precisó en el IPRA. 

 

“…. 
 
Por lo que hace al segundo de los elementos, es 

decir, que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o 
se valga de las que tenga, para realizar o inducir actos u 

omisiones arbitrarios, se acredita plenamente con 



 

diversa documental, pero primeramente se debe señalar que 

el diez de julio de dos mil veinte se recibe oficio No. 
(3**********) signado por C.P. JOSE ARTURO AGÜERO 

BASTIDAS, en su carácter de SUBDIRECTOR DE CONTRALORÍA 
INTERNA DE LA SINDICATURA MUNICIPAL DEL XXIII 
AYUNTAMIENTO DE ENSENADA, BAJA CALIFORNIA, donde 

anexan cincuenta y un (51) fojas, de la auditoría practicada al 
Consejo de Urbanización Municipal de Ensenada (CUME), las 

cuales son copias fieles y exactas, certificadas por C. Elizabeth 
Muñoz Huerta en su carácter de Síndico Procurador del XXIII 
Ayuntamiento de Ensenada, Baja California, en el cual remite 

diversa documental y en lo que aquí interesa el ACTA DE 
SESIÓN ORDINARIA DEL CONSEJO DE URBANIZACIÓN 

MUNICIPAL DE ENSENADA DEL DÍA TREINTA DE MAYO 
DE DOS MIL DIECISIETE, donde en el punto número #7.- 
PRESENTACIÓN DE SITUACIÓN FINANCIERA DEL CONSEJO.- 

donde se describe literalmente lo siguiente;  
 

… 
 

Cabe destacar el ACTA DE SESIÓN ORDINARIA DEL 
CONSEJO DE URBANIZACIÓN MUNICIPAL DEL DÍA 
DIECIOCHO DE AGOSTO DE DOS MIL DIECISIETE, donde 

en el punto numero #4.- APROBACIÓN DEL ACTA DE SESIÓN 
EXTRAORDINARIA ANTERIOR, donde literalmente dicta lo 

siguiente; 
… 
 

Del mismo modo referente al ACTA DE SESIÓN 
ORDINARIA DEL CONSEJO DE URBANIZACIÓN MUNICIPAL DE 

ENSENADA DEL DÍA OCHO DE SEPTIEMBRE DEL DOS MIL 
DIECISIETE, donde en el punto #6 ANALISIS PARA SU 
APROBACIÓN DE PROPUESTA DE VENTA DEL INMUEBLE 

PROPIEDAD DEL CUME EN BASE A LAS OFERTAS RECIBIDAS A 
LA FECHA, donde literalmente dicta lo siguiente; 

… 
 
Sin embargo, su autonomía no lo exime de no 

apegarse a los principios de legalidad, ya que en primer 
lugar es necesario traer a colación el ACTA DE SESIÓN 

ORDINARIA DEL CONSEJO DE URBANIZACIÓN MUNICIPAL DE 
ENSENADA DEL DÍA DIECIOCHO DE AGOSTO DEL DOS MIL 
DIECISIETE, donde en el punto número #14.- ASUNTOS 

GENERALES, dicta en lo que aquí interesa lo siguiente; 
… 

 
Esa decisión fue tomada con base a la situación financiera 

del consejo, misma que fue expuesta en el punto #7 de la 

sesión ordinaria del consejo de urbanización del día treinta de 
mayo del dos mil diecisiete, en lo que aquí interesa dicta lo 

siguiente; 
… 

 
Por lo que al estar desprovisto de los bienes necesarios, 

estos no podrían ejecutar de manera directa las obras de 

urbanización bajo el sistema de cooperación, tan solo se 
limitaran al gestionar y contratar lo relativo a la ejecución de 

dichas obras, por lo que estos invariablemente perdieron 
capacidad de ejercer sus atribuciones y por lo tanto no pueden 
satisfacer de manera adecuada las necesidades de la población, 

lo anterior inclusive mencionado en el ACTA DE SESIÓN 
ORDINARIA DEL CONSEJO DE URBANIZACIÓN MUNICIPAL DE 

ENSENADA DEL DÍA OCHO  DE SEPTIEMBRE DEL DOS MIL 



 

DIECISIETE, en el punto #10 ASUNTOS GENERALES, en 

donde se dicta literalmente lo siguiente; 
 

…. 
 
Conductas que implican el ABUSO DE FUNCIONES; 

razonamientos de hecho y de derecho vertidos en el presente 
informe, así como los autos que obran en la presente 

indagatoria resultan suficientes y bastantes, para presumir la 
responsabilidad administrativa del C. (1**********), quien 
probablemente falto a sus obligaciones como servidor público 

que se encontraba obligada a cumplir.   
 

…. 

En síntesis, la Autoridad Investigadora imputó a 

(1**********) haber enajenado la planta dosificadora de 

concreto propiedad de Consejo de Urbanización y en el IPRA 

refiere que los hechos imputados al presunto responsable 

derivan de las Actas de Sesión del Consejo de Urbanización de 

las fechas siguientes:  

 

1.- Treinta de mayo de dos mil diecisiete. 

 

2.- Dieciocho de agosto de dos mil diecisiete. 

 

3.- Ocho de septiembre de dos mil diecisiete. 

 

 

Por otra parte, la Autoridad Investigadora señala 

en el IPRA que el once de octubre de dos mil diecisiete se 

protocolizó ante notario público la venta del bien patrimonial 

del Consejo de Urbanización identificado como fracción D de la 

Manzana número 38 de la Colonia Carlos Pacheco de la Ciudad 

de Ensenada, Baja California con una superficie de 7,952.63 

metros cuadrados y que el veintinueve de diciembre de 

dos mil diecisiete se realizó la venta de la maquinaria, 

mobiliario y equipo de la planta dosificadora.  

 

Debe señalarse, que mediante acuerdo de fecha 

catorce de abril de dos mil veintiuno referido en el resultando 

III, fracción IV, inciso a), de la presente resolución ya se 

había advertido a la Autoridad Substanciadora por esta 



 

Resolutora que los hechos constitutivos de la infracción 

imputadas al presunto responsable sucedieron en el año dos 

mil diecisiete. 

 

   

III.- Análisis de la actualización de los 

elementos de la falta administrativa imputada. 

 

A partir del análisis del IPRA emitido por la 

autoridad investigadora, esta Sala Especializada considera que 

no se reúnen los elementos para la existencia de la 

falta administrativa de Abuso de Funciones los hechos 

constitutivos de la infracción imputadas al presunto 

responsable sucedieron en el año dos mil diecisiete, como 

se señaló en el apartado que antecede. 

 

Lo anterior, en virtud de que las indicadas faltas 

administrativas no se encontraban vigentes al momento 

en que acontecieron los hechos imputados al presunto 

responsable, por lo que, en cumplimiento al principio de 

exacta aplicación de la ley y al derecho constitucional de 

irretroactividad de la ley en perjuicio de persona alguna, 

previstos en el artículo 14 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, esta no puede aplicarse 

retroactivamente en perjuicio de la presunta 

responsable. 

 

III.1. Principio de exacta aplicación de la ley y 

derecho de no retroactividad de la ley en perjuicio de 

persona alguna. 

 

Conforme a la jurisprudencia P./J. 99/2006, de 

subsecuente inserción, el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación precisó que tratándose de las normas 

relativas al procedimiento administrativo sancionador es 

válido acudir a las técnicas garantistas del derecho penal, en 

razón que ambos constituyen la potestad punitiva y 

sancionadora del Estado. 



 

 

DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARA LA 

CONSTRUCCIÓN DE SUS PROPIOS PRINCIPIOS 

CONSTITUCIONALES ES VÁLIDO ACUDIR DE MANERA 

PRUDENTE A LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL 

DERECHO PENAL, EN TANTO AMBOS SON 

MANIFESTACIONES DE LA POTESTAD PUNITIVA DEL 

ESTADO. De un análisis integral del régimen de infracciones 

administrativas, se desprende que el derecho administrativo 

sancionador posee como objetivo garantizar a la colectividad 

en general, el desarrollo correcto y normal de las funciones 

reguladas por las leyes administrativas, utilizando el poder de 

policía para lograr los objetivos en ellas trazados. En este 

orden de ideas, la sanción administrativa guarda una similitud 

fundamental con las penas, toda vez que ambas tienen lugar 

como reacción frente a lo antijurídico; en uno y otro supuesto 

la conducta humana es ordenada o prohibida. En 

consecuencia, tanto el derecho penal como el derecho 

administrativo sancionador resultan ser dos inequívocas 

manifestaciones de la potestad punitiva del Estado, entendida 

como la facultad que tiene éste de imponer penas y medidas 

de seguridad ante la comisión de ilícitos. Ahora bien, dada la 

similitud y la unidad de la potestad punitiva, en la 

interpretación constitucional de los principios del derecho 

administrativo sancionador puede acudirse a los principios 

penales sustantivos, aun cuando la traslación de los mismos 

en cuanto a grados de exigencia no pueda hacerse de forma 

automática, porque la aplicación de dichas garantías al 

procedimiento administrativo sólo es posible en la medida en 

que resulten compatibles con su naturaleza. Desde luego, el 

desarrollo jurisprudencial de estos principios en el campo 

administrativo sancionador -apoyado en el Derecho Público 

Estatal y asimiladas algunas de las garantías del derecho 

penal- irá formando los principios sancionadores propios para 

este campo de la potestad punitiva del Estado, sin embargo, 

en tanto esto sucede, es válido tomar de manera prudente las 

técnicas garantistas del derecho penal. 

 

Época: Novena Época; Registro: 174488; Instancia: Pleno; Tipo de Tesis: 

Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; 

Tomo XXIV, Agosto de 2006; Materia(s): Constitucional, Administrativa; 

Tesis: P./J. 99/2006; Página: 1565.  

 

Asimismo, la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha establecido que las sanciones 

administrativas por responsabilidad de los servidores públicos 

se rigen por el principio constitucional de exacta aplicación de 

la ley que impera en las sanciones de carácter penal, previsto 

en el artículo 14 de la Constitución Federal, acorde la tesis que 

se reproduce a continuación: 

 



 

RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 

LAS SANCIONES ADMINISTRATIVAS PREVISTAS EN LA 

LEY FEDERAL RELATIVA TAMBIÉN SE RIGEN POR EL 

PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE EXACTA APLICACIÓN 

DE LA LEY QUE IMPERA EN LAS DE CARÁCTER PENAL, 

AUN CUANDO SEAN DE DIVERSA NATURALEZA. La 

marcada diferencia entre la naturaleza de las sanciones 

administrativas y las penales, precisada en la exposición de 

motivos del decreto de reformas y adiciones al título cuarto 

de la Constitución Federal, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el veintiocho de diciembre de mil novecientos 

ochenta y dos, en los artículos que comprende dicho título y 

en la propia Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos, con base en la cual se dispone que los 

procedimientos relativos se desarrollarán en forma autónoma 

e independiente, no significa que en el ámbito 

sancionador administrativo dejen de imperar los 

principios constitucionales que rigen en materia penal, 

como es el relativo a la exacta aplicación de la ley 

(nullum crimen, sine lege y nulla poena, sine lege), que 

constituye un derecho fundamental para todo 

gobernado en los juicios del orden criminal, 

garantizado por el artículo 14 de la Constitución 

Federal, sino que tal principio alcanza a los del orden 

administrativo, en cuanto a que no se podrá aplicar a 

los servidores públicos una sanción de esa naturaleza 

que previamente no esté prevista en la ley relativa. En 

consecuencia, la garantía de exacta aplicación de la ley debe 

considerarse, no sólo al analizar la legalidad de una 

resolución administrativa que afecte la esfera jurídica del 

servidor público, sino también al resolver sobre la 

constitucionalidad de la mencionada ley reglamentaria, 

aspecto que generalmente se aborda al estudiar la violación a 

los principios de legalidad y seguridad jurídica previstos en 

los artículos 14 y 16 constitucionales con los que aquél 

guarda íntima relación. 

 

Época: Novena Época; Registro: 188745; Instancia: Segunda Sala; Tipo de 

Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; 

Tomo XIV, Septiembre de 2001; Materia(s): Constitucional, Administrativa; 

Tesis: 2a. CLXXXIII/2001; Página: 718.  

 

El principio de exacta aplicación de la ley entendido 

al derecho administrativo disciplinario, se traduce en la 

tipificación previa de la conducta o hecho que se repute como 

falta administrativa, con el correspondiente señalamiento de 

las sanciones también consignada con anterioridad al 

comportamiento incriminatorio; dicho en otras palabras, no se 

podrá aplicar a un servidor público una sanción de esa 

naturaleza que previamente no esté prevista en la ley 

relativa. 



 

 

Este principio se encuentra relacionado con el 

derecho de no retroactividad de la ley previsto en el referido 

artículo 14 Constitucional, el cual establece que a ninguna 

ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona 

alguna y que nadie podrá ser privado de la libertad o de sus 

propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio 

seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el 

que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento 

y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al 

hecho. 

 

Lo anterior implica que en el derecho administrativo 

disciplinario, por lo que hace a normas sustantivas y 

concretamente en lo relativo a la ubicación de una 

determinada conducta como infracción administrativa y la 

sanción que amerita, se debe aplicar la ley vigente al 

momento en que se cometió el acto, omisión o 

comportamiento que se considera administrativamente 

ilícito. 

 

Hechas las precisiones anteriores, resulta 

indispensable determinar cuando entró en vigor la Ley de 

Responsabilidades Administrativas. 

 

III.2.- Entrada en vigor de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas.  

 

La Ley de Responsabilidades Administrativas se 

publicó el siete de agosto de dos mil diecisiete en el Periódico 

Oficial del Estado de Baja California, la cual estableció lo 

siguiente en su artículo Transitorio Primero: 

 

“Primero. La presente Ley entrará en vigor con fecha 

primero de enero del año dos mil dieciocho, sin perjuicio 

de lo previsto en los transitorios siguientes.” 

 



 

Derivado del transitorio antes mencionado se 

advierte que el primer día de vigencia de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas fue el primero de enero 

de dos mil dieciocho. 

 

III.3.- Análisis de la responsabilidad 

administrativa de la presunta responsable, en vista del 

principio de exacta aplicación de la ley y el derecho de 

no retroactividad de la ley en perjuicio de persona 

alguna. 

 

En el caso, la autoridad investigadora en el IPRA 

emitido en el presente procedimiento imputó a la presunta 

responsable la falta administrativa grave prevista en el artículo 

57 de la Ley de Responsabilidades Administrativas, que fue 

transcrito en párrafos precedentes del presente fallo. 

 

Esto, señala la autoridad investigadora, en razón 

de que el presunto responsable en el cargo de Presidente del 

Consejo de Urbanización enajenó la planta dosificadora como 

se contiene en los antecedentes de las Actas de Sesión del 

Consejo de Urbanización de fechas treinta de mayo, 

dieciocho de agosto y  ocho de septiembre de dos mil 

diecisiete, así como, que el once de octubre de dos mil 

diecisiete se protocolizó ante notario público la venta del bien 

patrimonial del Consejo de Urbanización identificado como 

fracción D de la Manzana número 38 de la Colonia Carlos 

Pacheco de la Ciudad de Ensenada, Baja California con una 

superficie de 7,952.63 metros cuadrados y que el 

veintinueve de diciembre de dos mil diecisiete se realizó 

la venta de la maquinaria, mobiliario y equipo de la planta 

dosificadora.  

 

De tal forma, la conducta imputada se cometió 

previo a la entrada en vigor de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas (primero de enero de dos mil dieciocho), por 



 

lo tanto, es inconcuso que no se le puede sancionar a la 

presunta responsable por haber incurrido en la falta 

administrativa grave prevista en el artículo 57 del citado 

ordenamiento, en virtud de que  la  referida  norma  

sustantiva  no  estaba  vigente al momento en que 

ocurrió las conductas imputadas en el IPRA.  

 

Por lo tanto, el artículo 57 de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas no puede aplicarse a 

actos realizados con anterioridad a su vigencia, porque 

se transgrediría el principio de exacta aplicación de la ley y el 

derecho constitucional de no retroactividad de la ley en 

perjuicio de persona alguna  previstos en el artículo 14 de la 

Constitución Federal, en virtud de que su ámbito de validez 

temporal solo resulta aplicable para aquellos actos que se 

hubieren efectuado a partir de su vigencia (primero de enero 

de dos mil dieciocho). 

 

En ese orden de ideas, si la falta administrativa 

atribuida al presunto responsable prevista en el artículo 57 de 

la Ley de Responsabilidades Administrativas no se encontraba 

vigente al momento en que ocurrieron los hechos imputados 

por la autoridad investigadora, es claro que dicha norma no 

puede tener efectos retroactivos sobre el presunto 

responsable y, en consecuencia, no se reúnen los 

elementos para la existencia de una infracción 

administrativa, dado que al momento de ocurrir la 

conducta imputada no se encontraba tipificada como la 

falta administrativa de Abuso de Funciones. 

 

No pasa desapercibido por esta Sala Especializada, 

que la Autoridad Substanciadora mediante acuerdo de fecha 

doce de mayo de dos mil veintiuno sostuvo que aplica en el 

caso la Ley de Responsabilidades Administrativas (vigente a 

partir del primero de enero del dos mil dieciocho) argumento 

que contravendría el principio de exacta aplicación de la ley y 



 

el derecho constitucional de no retroactividad de la ley en 

perjuicio de persona alguna  previstos en el artículo 14 de la 

Constitución Federal, como se ha señalado en párrafos que 

anteceden.  

 

IV.- Conclusión 

 

Consecuentemente, con fundamento en el artículo 

207, fracción IX, de la Ley de Responsabilidades 

Administrativas, atendiendo a los principios de exacta 

aplicación de la ley y de no retroactividad de la ley sustantiva 

en perjuicio de persona alguna, esta Sala Especializada 

determina que no se configura la falta administrativa de 

Abuso de Funciones por parte de (1**********), 

respecto de las conductas que se le imputan, debido a que 

dicha faltas administrativa no se encontraba tipificada y 

vigente al momento de que ocurrieron los hechos y actos 

imputados a la presunta responsable, por lo tanto, no 

procede imponerle sanción. 

 

Por lo antes expuesto y fundado, con fundamento 

en los artículos 207 y 209, fracción IV, de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas, se… 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO.- No se configura la falta administrativa de 

Abuso de Funciones por parte de (1**********), 

respecto de las conductas que se le imputan en el IPRA, por 

las razones expuestas en el Considerando Sexto, de la 

presente sentencia. 

 

SEGUNDO.- Se determina que no procede imponerle 

sanción administrativa alguna a (1**********) en el 

presente procedimiento. 

 



 

Notifíquese personalmente al presunto responsable y 

por oficio a la autoridad investigadora. Infórmese de lo 

anterior mediante oficio a la autoridad substanciadora.  

 

Así lo resolvió la licenciada Leticia Castro Figueroa, Primer 

Secretaria de Acuerdos de la Sala Especializada en materia de 

Responsabilidades Administrativas y Combate a la Corrupción 

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, quien actúa en funciones de Magistrada por 

ministerio de ley, según designación hecha mediante acuerdo 

de Pleno de este órgano jurisdiccional de fecha veintisiete de 

marzo de dos mil veinticinco, en términos de lo dispuesto por 

los artículos 12 y 21, fracciones V y XII, de la Ley del Tribunal 

Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, y firmó 

ante la presencia del Secretario de Acuerdos, licenciado José 

Martín Bravo Mayoral, quien da fe. 
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“ELIMINADO: Nombre, 22 párrafo(s) con 22  renglones, en fojas 1, 3, 5, 12, 14, 16, 17, 18, 20, 22 y 29.  
Fundamento legal: artículos 54, 99 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Apertura 

Institucional para el estado de Baja California, 55, 59 del Reglamento en Materia de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente 

documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona 

física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el 

consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.”  

“ELIMINADO: Número de expediente, 7 párrafo(s) con 7 renglones, en fojas 1, 2, 3, 4, 8 y 9.  
Fundamento legal: artículos 54, 99 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Apertura 

Institucional para el estado de Baja California, 55, 59 del Reglamento en Materia de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California.  

La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física 

identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, 

proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.”  

“ELIMINADO: Número de Oficio, 5 párrafo(s) con 5 renglones, en fojas 2, 14, 19 y 21.  
Fundamento legal: 54, 99 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Apertura Institucional 

para el estado de Baja California, 55, 59 del Reglamento en Materia de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública y Protección de Datos Personales del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California.  

La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física 

identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, 

proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.”  



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


